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PRÓLOGO A LA SEGUNDA EDICIÓN

			La primera edición de esta obra vino precedida de un prólogo redactado por mi querida amiga y compañera la Dr.ª D.ª Carmen Gómez Rivero. Aquel era —y sigue siendo— un verdadero prólogo, mientras el que ahora redacto es poco más que una explicación por lo mucho que ha debido cambiar el contenido del libro en apenas seis años. Mi agradecimiento a Carmen Gómez Rivero sigue siendo el mismo y su prólogo se mantiene como testimonio de mi afecto y del reconocimiento de sus méritos académicos.

			También quiero expresar mi agradecimiento a la editorial Tecnos por la oportunidad que me brinda de actualizar y mejorar esta obra con una siempre gratificante segunda edición que, si otra cosa no hace, es ratificar la utilidad de la primera. La editorial sigue creyendo que esta pequeña obra puede aún dotar de bases sólidas a quienes pretenden abordar el conocimiento del Derecho penal español, sean alumnos o no. Agradecido también a quienes lo han recomendado de cara a su docencia y, por encima de todo, agradecido a una generación joven que se ha iniciado en los misterios del Ius Puniendi con ayuda de este libro.

			Aunque han transcurrido sólo siete años desde la primera edición el Derecho penal ha sufrido tales acometidas que han exigido una completa revisión del texto y, lo que puede parecer más extraño, la incorporación de un nuevo apartado que facilite algunas claves para el entendimiento del abordaje del viejo y buen Derecho penal de la libertad y de la responsabilidad por parte de la neurociencia que, desde un sector minoritario y en absoluto consolidado, amenaza con devolvernos a los tiempos de Lombroso y sus «agrimensores» del ser humano entendido como sujeto no libre y, por ello, irresponsable.

			El Principio de Legalidad, soporte fundamental del Derecho penal, conoció a finales de 2013 la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos que puso fin a la inaceptable escaramuza urdida por magistrados del Tribunal Supremo, de la Fiscalía y de la Abogacía del Estado —con honrosas excepciones en todas las instancias—, y luego en parte avalada por el Tribunal Constitucional, y todo para sortear la imprevisión legislativa que conducía a la excarcelación de los peores presos etarras tras cumplir la muy exigua y nada proporcionada pena que el Código penal, Texto Refundido de 1973, legítimamente les impuso. Lo que en la primera edición fue mera expectativa de resolución es ahora una realidad incuestionable. Un extracto de la sentencia dictada por la Gran Sala del TEDH contra España se ha incluido entre los anexos, desde el entendimiento de que o el Estado español asume las exigencias de la legalidad vertebradora de nuestro Ordenamiento Jurídico o nos apartaremos del único camino que conduce a un Derecho penal civilizado.

			Si en la primera edición ya se contemplaba el dictado de acuerdos de pleno no jurisdiccional —pretendidamente vinculantes según sus autores, miembros de la Sala segunda del TS— como la mayor amenaza a la vigencia del Principio de Legalidad en España, en este momento no cabe sino redoblar la alarma por el contenido de tales acuerdos, cada vez más usurpadores de la tarea legislativa que la CE reserva estrictamente al Congreso y al Senado, y en modo alguno a la jurisprudencia, cuyo papel sigue siendo el que define el Código civil en su artículo 1.6 y no el que arbitrariamente se ha atribuido la estructura de la justicia penal española. El genuino sentido de la jurisprudencia ha sido atacado frontalmente por el carácter pretendidamente vinculante que le atribuyen los autores de dichos acuerdos sin que, desde dentro del sistema, se hayan alzado las voces que debieron alzarse para poner fin a semejante desvarío. Sí se pronunció al respecto el TC en su STC 63/2005, en que negaba que un acuerdo de pleno pudiera imponerse a sus resoluciones alterando con ello, además, la jerarquía normativa con preterición de una Ley Orgánica ante una Ley Ordinaria. Sólo cabe afirmar que el nuestro ya no es un sistema netamente legalista, como lo define la CE, sino una mixtura entre legalidad y jurisprudencia expresada no en resoluciones, sino en «acuerdos de pleno», expresamente prohibidos por el artículo 12.3 LOPJ y en modo alguno avalados por el artículo 264 LOPJ.

			También el principio Ne bis in idem ha sufrido cambios fundamentales, que ya se habían iniciado pero ahora aparecen plenamente consolidados en la jurisprudencia del TEDH: los criterios Engel han sido reafirmados por las SSTEDH Zolotoukine contra Rusia y Ruotsalainen contra Finlandia, y no cabe sino esperar que el TC español, y también el TS, acaben por conocerlos y reconocerlos, dando con ello un impulso gigantesco a la depuración de la legislación sancionadora en su doble vertiente penal y administrativa.

			Los anexos han sido convenientemente reconfigurados. Algunos textos, pese a estar disponibles en Internet, merece la pena incluirlos en versión extractada para asegurar que el lector podrá hacerse idea de los precedentes remotos de nuestro sistema de libertades, desde la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano hasta la actualidad, pasando por la Declaración de Derechos del Hombre de la ONU y por los tratados internacionales que vinculan de forma expresa a nuestro sistema penal.

			Mi principal agradecimiento ha de ir dirigido a mi maestro y amigo, Gerardo Landrove Díaz, al que en lo referente a mi formación como jurista sólo se me ocurre evocar lo que me enseñó nuestro común amigo Pepe Perona, maestro de gramática: Gerardo Landrove, entendido como condición sine qua non para mi formación como jurista y profesor. También su obra Introducción al derecho penal español (Tecnos) merece un tributo expreso. Publicada en 1985, alcanzó la cifra de seis ediciones, la última en el lejano 2004, y aún hoy es una obra más que recomendable; el paso del tiempo y los cambios acaecidos en el Derecho penal español no han impedido que mantenga una clarificadora vigencia como exponente de ese Derecho Penal que él mismo contribuyó a definir, con una obra de gigante en cuyos hombros vamos aupados quienes, como yo, nos sabemos incapaces de alcanzar la altura que él sí alcanzó.

			Murcia, Campus de La Merced, 17 de julio de 2019

		

	
		
			
PRÓLOGO A LA PRIMERA EDICIÓN

			Se explica a los estudiantes de Derecho penal, apenas se aproximan por primera vez al estudio de la disciplina, que esta rama del Ordenamiento jurídico presenta una serie de peculiaridades frente al resto, que no sólo la apartan en sus rasgos de lo que es propio de otras parcelas del Derecho, sino que comportan el respeto de una serie de principios en su aplicación que en última instancia están llamados a garantizar su escrupuloso uso. Para entender lo primero basta con observar que, a diferencia del resto de ramas jurídicas, el orden penal no contiene propiamente ordenación alguna de la vida social. Se limita, por el contrario, a prohibir y a reprimir una serie de conductas cuya realización el legislador de cada tiempo considera como un grave atentado a las reglas básicas de convivencia en sociedad. Así, por ejemplo, el Derecho penal no regula las relaciones de propiedad, el valor de las declaraciones en documentos públicos o privados o el funcionamiento de las sociedades. Tan sólo se limita a castigar los comportamientos más graves que atentan contra cada una de esas ordenaciones previas. Esa reacción, además, tiene lugar de la forma más enérgica de que es capaz el Estado: mediante la privación de derechos fundamentales al infractor; de forma paradigmática, de su libertad. Precisamente lo anterior explica la segunda peculiaridad que los docentes intentamos hacer ver a nuestros estudiantes desde los primeros días de clase; a saber, que su uso reclama el estricto respeto de una serie de garantías que son expresión de la necesidad de controlar y limitar el poder punitivo del Estado, asegurando de paso un medido equilibrio entre los medios empleados y la consecución de los fines que son propios de este sector del Ordenamiento.

			De estas y otras cuestiones esenciales de la disciplina se ocupa la obra del Prof. Dr. Muñoz Clares, que tengo el gusto de prologar. En concreto, su Capítulo I ofrece una presentación del Derecho penal que sirve como punto de partida para adentrar al lector en las singulares coordenadas que le son propias; de forma destacada, en el estudio de principios que, como el de intervención mínima, legalidad o ne bis in idem son, o al menos debieran ser, las pautas rectoras de su intervención. Pero el mérito de la obra no se agota en esa presentación. Su singular valía consiste en realizarla sin renunciar a una continua visión crítica, atenta a los principales problemas que suscita la aplicación del Derecho penal en la práctica. No cabe duda de que este diseño otorga a la obra un valor añadido para quienes se aproximan a ella, ya sea en su condición de estudiantes de la disciplina, ya sea con conocimientos avanzados en la materia. Para los primeros, porque su metodología es una herramienta eficaz para comenzar a atisbar la enorme relevancia de los que podríamos llamar los mimbres de la asignatura; para los segundos, porque en la obra no sólo pueden encontrar concreta respuesta a complejos problemas que han ocupado a nuestros Tribunales de Justicia, sino también interesantes reflexiones sobre cuestiones espinosas en las que el autor aporta valientes y renovados puntos de vista. Véanse como muestra las relativas al valor de los Acuerdos de Pleno No Jurisdiccional del Tribunal Supremo, o las atinentes a temas tan controvertidos como la llamada doctrina Parot, en las que el Prof. Dr. Muñoz Clares reformula diversas soluciones doctrinales y jurisprudenciales a la luz de nuevos planteamientos que bien pueden recibir el calificativo de vanguardistas.

			No menos interesantes son los Capítulos II y III de la obra, relativos respectivamente a la dimensión temporal y espacial de la ley penal. A lo largo de sus páginas el autor expone de modo ameno y atractivo una materia habitualmente considerada árida y de gran complejidad. Para lograrlo, se adentra en los vericuetos de su explicación de la mano de una continua ilustración de los problemas con casos extraídos de la práctica que ayudan a comprenderla y, sobre todo, siembra la obra de aportaciones que le imprimen una notable impronta personal. No en vano muchas de las que el lector puede encontrar no sólo en estos capítulos, sino en general en toda la obra, constituyen el resultado de distintos trabajos de investigación publicados por el autor durante años de dedicación a la ciencia penalística, de modo tal que sus posiciones, lejos de ser improvisadas, responden a una madura reflexión de la que el autor en ésta como en esas otras ocasiones hace gala.

			Con unos oportunos Anexos se cierra esta introducción a la parte general del Derecho penal en la que el Profesor Muñoz Clares ofrece a los interesados en la materia una atinada combinación de fundamentos teóricos y práctica jurídica servidos a través de su cuidada prosa, lo que constituye ciertamente otro atractivo de la obra. Al lector corresponde ahora disfrutarla.

			Sevilla, 23 de julio de 2013

			CARMEN GÓMEZ RIVERO

			Catedrática de Derecho penal
de la Universidad de Sevilla

		

	
		
			
ABREVIATURAS
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							Audiencia Provincial.

						
					

					
							
							BOE

						
							
							Boletín Oficial del Estado.

						
					

					
							
							Ccivil

						
							
							Código civil.

						
					

					
							
							CE

						
							
							Constitución española.

						
					

					
							
							CEDH

						
							
							Convención europea de salvaguarda de Derechos humanos y libertades públicas.

						
					

					
							
							Cp

						
							
							Código penal.

						
					

					
							
							DDH

						
							
							Declaración universal de Derechos Humanos.

						
					

					
							
							DRAE

						
							
							Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua.

						
					

					
							
							FJ/FFJJ

						
							
							Fundamento Jurídico/Fundamentos Jurídicos.

						
					

					
							
							LEcrim

						
							
							Ley de Enjuiciamiento criminal.
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							Ley Orgánica del Poder Judicial.

						
					

					
							
							LORPM

						
							
							Ley orgánica de responsabilidad penal del menor.
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							Pacto Internacional de Derechos civiles y políticos.

						
					

					
							
							TC

						
							
							Tribunal Constitucional.
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							Tribunal Supremo (si no se especifica, Sala 2.ª).

						
					

					
							
							SAP (provincia)

						
							
							sentencia de la Audiencia Provincial de (provincia).

						
					

					
							
							STEDH

						
							
							sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.
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							sentencia del Tribunal Constitucional.
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							sentencia del Tribunal Supremo.

						
					

				
			

		

	
		
			
TÉRMINOS LATINOS Y EXTRANJEROS

			Ab initio, desde el principio.

			Bis de eadem re ne sit actio, no hay acción doble por la misma cosa.

			Bis de eadem re agere non licet, no está permitido accionar doble por la misma cosa.

			Common law, Derecho anglosajón derivado del sistema jurídico británico medieval, basado más en la jurisprudencia que en la ley.

			Contra legem, contra la ley.

			Dazibao, según el DRAE «(Del chino dàzìbào, de dà, grande, zi, carácter y bào, periódico). 1. m. En la República Popular China, periódico mural a veces manuscrito, generalmente de contenido político, expuesto en lugares públicos».

			De facto, de hecho (no de derecho), por la fuerza del hecho consumado.

			Ex post facto, después del hecho (se dice de la ley que se construye en contemplación de un hecho concreto, tras producirse este).

			Ex novo, de nuevo, desde el principio.

			Double jeopardy, doble riesgo (bis in idem).

			In dubio pro reo, en la duda a favor del reo.

			In fine, hacia el final (en Derecho suele indicar que una disposición se encuentra al final del artículo, sin numeración, como párrafo después de punto y aparte.

			Forus loci, foro del lugar (en que ocurren los hechos).

			Iter criminis, camino del crimen.

			Ius puniendi, Derecho de castigar.

			Lex previa, scripta et certa, ley previa, escrita y cierta.

			Lingua franca, también conocida como lengua de trabajo, lengua puente o lengua vehicular, es la lengua que en cada época sirve para comunicarse con quienes no compartimos lengua materna. En la comunidad científica, hasta finales del siglo XIX fue el latín y desde entonces se ha impuesto el inglés.

			Mens legislatoris, mente (o espíritu) del legislador.

			Mens legis, mente (o espíritu) de la ley.

			Ne bis in idem, no dos veces por el mismo (hecho).

			Neminem laedere, a nadie perjudicar.

			Nomen iuris, nombre jurídico (de una institución).

			Nullum crimen, nulla poena sine lege, no hay crimen, no hay pena sin ley.

			Nullum crimen sine poena, versión jocosa del principio de legalidad, relativa a quienes sostienen la condena a ultranza de todo imputado.

			Post mortem, después de la muerte.

			Res Iudicata, cosa juzgada, efecto principal del principio Ne bis in idem.

			Societas delinquere non potest, la persona jurídica no puede delinquir.

			Vacatio legis, vacación (periodo de latencia) de la ley.

			Vis phisica, fuerza física.

			Vis psíquica, fuerza psíquica.

			Vis in rebus, fuerza en las cosas.

			Ultima ratio, última razón, último argumento (del Estado).

		

	
		
			CAPÍTULO I

			
DEFINICIÓN DEL DERECHO PENAL

			
I. DEFINICIÓN DE DERECHO PENAL

			La expresión «Derecho penal» ha sido preferida por nuestra tradición jurídica, al igual que por otros países de nuestro entorno cultural como Francia (Code pénal) e Italia (Codice penale), frente al término «criminal» por el que han optado los países del common law, donde se habla de derecho criminal (criminal law) para referirse a esa misma realidad. Las distancias, sin embargo, no son tantas, pues en nuestro país conviven un Código penal y una Ley de Enjuiciamiento Criminal, de modo que la terminología, con ser importante, no llega a separar las dos tradiciones jurídicas en lo que concierne al entendimiento de lo que es el conjunto de leyes que regulan la represión de las más graves trasgresiones y el uso de la fuerza por parte del Estado, cuando aquella se hace imprescindible.

			«Derecho penal», por tanto, es expresión pacífica en cuanto a su fórmula, pero no lo es en cuanto a su significado, pues designa al menos tres realidades distintas.

			Designa en primer lugar al conjunto de disposiciones que regulan la intervención estatal cada vez que procede la investigación, persecución y eventual castigo del autor de un hecho constitutivo de delito. En tal sentido lo conocemos también como «Derecho penal objetivo» y en su aplicación práctica decimos que a alguien «se le detuvo y juzgó en aplicación del Derecho penal vigente en España».

			En segundo lugar, la expresión Derecho penal alude a la disciplina que estudia y sistematiza las disposiciones legales que forman el Derecho penal objetivo. En tal sentido decimos que un profesor lo es de Derecho penal como otro lo es de Derecho administrativo o mercantil.

			Por último, en una tercera dimensión, más antigua y más amplia, que conocemos como Derecho penal subjetivo en alusión al sujeto que lo actúa y representa, la expresión apunta directamente al ejercicio del Ius Puniendi (Derecho a castigar) hoy residente de forma exclusiva en el Estado, entendido como el derecho de la sociedad organizada a castigar a quienes la atacan, como exigencia elemental del aseguramiento de la supervivencia del individuo y de la especie.

			Evolutivamente, el Ius Puniendi, a falta de un ejercicio público del mismo, propio de sociedades altamente institucionalizadas, fue ejercido primeramente por las víctimas o sus familiares, a título de venganza privada contra el trasgresor, lo que propiciaba enormes excesos en la reacción punitiva, guiada por sentimientos y no por la razón. La institución del talión, en la medida en que señaló como límite del castigo el mal previamente causado por el individuo a castigar, acabó limitando tales excesos a la vez que el ejercicio del Ius Puniendi fue siendo asumido paulatinamente por las sucesivas formas de organización política institucionalizada, en la actualidad el Estado nacional, pero antes las Ciudades-Estado, los Imperios-Estado y el Estado Medieval, entre otros. El Estado español, en cualquier caso, es titular indiscutible del Ius Puniendi y en él reside el uso legítimo de la fuerza para garantizar la supervivencia de los individuos y el desarrollo social.

			El Derecho penal es sólo un sector del Ordenamiento, de naturaleza netamente pública frente a las ramas privadas (Derecho civil, mercantil...) caracterizado por la severidad de sus consecuencias y por el carácter, en principio innegociable, de su aplicación a todos los ciudadanos por igual.

			En cuanto al conjunto de normas que forman el Derecho penal objetivo, el Código penal español, cuya mención completa es Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, en su Exposición de Motivos ofrece una definición general del orden jurídico penal como «conjunto de normas que regulan el uso de la fuerza», definición que apela, por tanto, al poder coactivo del Estado, al uso de la fuerza bruta como forma exclusiva y reglada de asegurar resultados que se acomoden a la ley cuando el ciudadano la incumple y se muestra irreductible al respecto. No se trata o, al menos, no se debe tratar de cualquier orden impuesto a capricho del legislador, sino de un orden acomodado a determinados valores o principios fundamentales (hoy, constitucionales), insertos a título de núcleo conformador y limitadores del uso de la fuerza en las tareas encomendadas al Derecho penal, de modo que no debe ser un orden caprichoso ni arbitrario, sino limitado por la Constitución, en un entorno jurídico cada vez más predeterminado por directivas europeas y tratados internacionales.

			El Derecho penal, precisamente por el carácter temible de sus consecuencias, ha de ser regido en su creación por el Principio de Intervención Mínima, dirigido al legislador para que se abstenga de resolver mediante el Derecho penal todo aquel conflicto social que se pueda resolver por recurso a otros sectores menos severos del ordenamiento. Esta intervención mínima es resultado directo de considerar al Derecho penal como ultima ratio, el último argumento que despliega el Estado cuando un sujeto se muestra recalcitrante en cuanto al no acatamiento de la ley. Naturalmente, para llegar al ejercicio de esa ultima ratio estatal hay que haber agotado previamente los argumentos anteriores y menos comprometedores de los derechos ciudadanos y de la vida social.

			El propio Código penal vigente en España ahonda en el entendimiento de lo que sea Derecho penal cuando se autodefine como «Constitución negativa» en un sentido claro: mientras la Constitución configura las instituciones básicas del Estado y establece derechos y deberes de los ciudadanos, entendiendo que lo que no esté expresamente prohibido está tácitamente permitido, el Código penal debe recoger el catálogo cerrado y preciso de prohibiciones que, incumplidas por un sujeto, darán lugar a la intervención del aparato estatal con todos los recursos a su alcance, incluido el ejercicio de la fuerza (ultima ratio), para poner fin a la situación y devolverla, en la medida de lo posible, al momento anterior a que el orden legal fuera atacado y alterado.

			Tomando como punto de partida la definición sintetizada por el profesor LANDROVE, el Derecho penal objetivo es, por tanto, un «sector del ordenamiento que en garantía de las condiciones de supervivencia y desarrollo social atribuye efectos jurídicos propios (penas y medidas de seguridad) a determinadas conductas humanas»1.

			Se trata de una definición que aparentemente ha quedado obsoleta dado que el actual código ha incluido, tras la enésima reforma, una responsabilidad penal aplicable las personas jurídicas. Se trata de una quiebra de principios básicos del Derecho penal clásico que es de esperar que desaparezca y, recuperada la cordura, se regrese, con las mejoras que sean de hacer, a las consecuencias accesorias respecto de las sociedades y a la responsabilidad personal de los gerentes, administradores y mandatarios por actuación en nombre de otro o de una sociedad. Así pues, salvo en lo atinente a dicha responsabilidad de personas jurídicas, la definición del profesor LANDROVE mantiene la vigencia que deriva de su adscripción al núcleo más sólido del Derecho penal, a cuya formación y definición han contribuido las aportaciones de las más dotadas figuras clásicas de esta disciplina. Procede, por tanto, pormenorizar los distintos componentes de la definición expuesta:

			
1. SECTOR DEL ORDENAMIENTO


			En lo que se refiere a que el Derecho penal sea un sector del ordenamiento resulta de utilidad imaginar gráficamente las subdivisiones dentro del mismo y la forma jerarquizada en que se estructuran. A tales efectos, imaginemos el Ordenamiento Jurídico como una pirámide dividida en varios escalones que representan cómo el poder, a través del Derecho, acaba imponiendo una forma de orden que no puede sino estar supeditado a la Constitución. Así, en el vértice superior de la pirámide se sitúa la Constitución como «ley fundamental», «superley» o «ley de leyes», que define las instituciones básicas del Estado y los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos. Inmediatamente tras la Constitución se sitúa el Derecho penal, en todo subordinado a la Constitución, cuya finalidad básica es asegurar la plena vigencia constitucional mediante la protección de lo que conocemos como Bienes Jurídicos Protegidos, valores ideales recogidos en el articulado constitucional como el derecho a la vida, a la libertad, al libre desarrollo personal, a la propiedad privada, etc. No es el Derecho penal la única ley penal, pues fuera del mismo existen otros textos igualmente penales, como la Ley de Responsabilidad Penal del Menor (LRPM), ni la única que puede imponer sanciones, pues también lo hace el Derecho administrativo sancionador, sin perjuicio de ser la más importante dentro del Derecho Público cuyo origen, creación y límites sólo puede ser legal. El resto de los sectores, los componentes de Derecho Privado, gozan de la más amplia libertad a la hora de configurar sus instituciones, pero cuidando de no trasgredir ninguno de los límites que la propia constitución señala. En tal sentido, por ejemplo, el legislador civil o mercantil pueden crear contratos libérrimamente pero no podrán permitir la inclusión de cláusulas que supongan una discriminación por sexo, por raza o por cualquier otro criterio que no sea asumible desde la perspectiva del artículo 14 CE (igualdad).

			El Derecho penal es una creación del hombre para el hombre2, un instrumento cultural destinado a asegurar la supervivencia y desarrollo de la comunidad humana. Su misión es defender los bienes jurídicos más relevantes en relación con los más graves atentados contra los mismos, haciendo uso de la fuerza física si es preciso. Conviene recordar al respecto que el Derecho penal, en cuanto inserto en la historia de un país, queda afectado de historicidad en el sentido de ser cambiante a medida que cambian las condiciones que hay que regular y la sociedad en que el Derecho se produce, ello sin perjuicio de destacar la desmesurada actitud legiferante del legislador español, que se ve tentado de modificar permanentemente el Código penal que, en principio, debería ser lo más fijo y estable posible.

			Puesto que nuestro Derecho penal supone la superación de los estadios más primitivos de la regulación social, dejada en manos de los individuos y, por tanto, próxima a la ley del más fuerte, y del posterior y más evolucionado estadio del talión, una de las finalidades menos comprendida del Derecho penal es la neutralización de las víctimas, es decir, impedir que la reacción punitiva resulte desmesurada como es propio de quien se siente directamente atacado en sus derechos y tiende, por ello, a una reacción sentimental alejada de presupuestos racionales. No podemos esperar de los padres de una víctima de agresión sexual que reaccionen con mesura ante el daño infligido a su hija o hijo; por eso, el Estado, titular del Ius Puniendi, asume la investigación y persecución de los autores de tal hecho y se somete a normas procesales escrupulosas y, en el supuesto de tener que condenar a alguien como responsable, la reacción se limitará a lo previamente establecido en la ley. El Estado, al que Nietzsche definió como «el más frío de todos los monstruos gélidos», reacciona desapasionadamente ante el ciudadano trasgresor. Lo hace sin concesión a los sentimientos de la víctima y de sus familiares, sin que ello deba entenderse como olvido ni menosprecio de tales sentimientos, sino obrando con la frialdad que se espera de un profesional. El Derecho penal no sólo no se desentiende de la víctima, sino que intenta asegurar sus derechos en el proceso en que intervenga y, en un mundo de prevención más que de reparación, la finalidad más inmediata ha de ser hoy la de impedir el máximo de delitos, con políticas criminales anticipadoras que reduzcan el número de víctimas. Así se ha hecho, con éxito, en materia de delitos contra la seguridad vial, donde una eficaz acción coordinada de reformas legales y campañas educativas ha permitido que se reduzca a una tercera parte el número de fallecimientos en tráfico. No se ha conseguido un descenso efectivo, sin embargo, en los homicidios cometidos contra mujeres por hombres que son o fueron sus parejas. Tras cuatro años de vigencia de la ley, en el año 2008 se produjo la mayor cifra de estos homicidios. El sacrificio del artículo 14 CE, que asegura la igualdad de todos ante la ley, no ha bastado para reducir significativamente la cifra de mujeres muertas por sus parejas y exparejas. La diferencia entre una y otra legislación, la de tráfico y la de violencia contra la mujer, no es otra que el sesgo ideológico impreso en la segunda a despecho de la realidad, hasta el punto de que el IV informe del Observatorio de violencia contra la mujer propuso dejar de contar las mujeres muertas y contar sólo a las vivas, sobre el argumento de que contar las muertas no representaba a las muchas que se habían salvado por obra de la ley.

			En resumen, el Derecho penal debe estar diseñado para articular la más eficaz defensa de las víctimas, pero con escrupuloso respeto a las finalidades constitucionales y con sometimiento a la ley en su proceder y en la imposición de consecuencias jurídicas.

			
2. EN GARANTÍA DE LA SUPERVIVENCIA Y DESARROLLO SOCIAL (CARÁCTER FRAGMENTARIO)

			El Derecho penal, precisamente por el carácter temible de sus consecuencias propias (penas y medidas de seguridad), no puede ni debe asumir la defensa de todos los intereses implicados en la estructura del Estado, sino sólo aquellos que verdaderamente ataquen frontalmente la constitución del mismo y los intereses dignos de mayor protección en relación con la vida social y con los ciudadanos que la componen. No se trata de una característica exclusiva del Derecho penal; en el mismo sentido, la medicina reserva los tratamientos más agresivos para enfermedades que no se pueden combatir con métodos incruentos. El Derecho penal resulta invasivo de derechos fundamentales y, por tanto, no cabe su uso indiscriminado para resolver cualquier problema social.

			Esta característica del Derecho penal comporta una seria limitación de su contenido en la medida en que contrae su campo de actuación a sólo aquellas acciones que supongan un ataque serio y grave a los Bienes Jurídicos Protegidos más importantes (Intervención mínima), como los relacionados con la defensa de la vida e integridad de la persona (art. 15 CE), la libertad entendida en el sentido más amplio (art. 17 CE), el medio ambiente (art. 45 CE), etc. De forma provisional podemos excluir del campo de actuación del Derecho penal cuestiones ideológicas, sean de origen religioso o no, o meramente estéticas, en las que rige la más amplia libertad del individuo, así como cualquier otro quebranto de normas jurídicas que encuentran su solución en otros sectores del Derecho, como el Derecho civil, el administrativo, etc. Un aparcamiento en lugar prohibido dará lugar a una multa impuesta por el Derecho administrativo sancionador; un atentado contra la salud, integridad o vida de un humano reclama la intervención del Derecho penal. Se trata de adecuar los medios a los fines: frente a un aparcamiento indebido basta una multa, frente a una tentativa de homicidio se requiere la intervención del Estado con recurso, incluso, a la fuerza física, hasta asegurarse de que el responsable de tal acto es sometido a un juicio justo.

			El carácter fragmentario del Derecho penal viene reafirmado en nuestro ordenamiento por su consideración, antes expuesta, de ultima ratio, es decir, como el último argumento que el Derecho utiliza frente a una grave trasgresión, el recurso a la fuerza bruta. Igualmente aparece el carácter fragmentario ratificado por la llamada efectuada al legislador a través del Principio de intervención mínima o, lo que es lo mismo, la llamada a que sólo se regulen por el Derecho penal los ataques más graves a los Bienes Jurídicos Protegidos directamente vinculados con la supervivencia y el desarrollo social, lo que en definitiva supone también la defensa del individuo en sus derechos fundamentales.

			
3. EFECTOS JURÍDICOS PROPIOS


			Superada la posibilidad de sufrir prisión por deudas civiles y la potestad de la Administración de imponer privaciones de libertad, sólo el Derecho penal, y en parte el Derecho administrativo sancionador, contemplan entre sus consecuencias jurídicas la privación de derechos fundamentales a los trasgresores, alcanzando el Derecho penal incluso la privación de libertad. El derecho civil, el mercantil, el hipotecario, también el administrativo, establecen consecuencias que, las más de las veces, dan lugar a una merma económica para quien incumple sus pactos o la imposición de una sanción a quien incumple determinadas leyes. Sólo el Derecho administrativo sancionador impone consecuencias que merman, impiden o suspenden el ejercicio de determinados derechos como, por ejemplo, la pérdida del carné de conducir o del derecho a explotar un bar para quien no somete la conducción del vehículo o su negocio a la reglamentación vigente; sin embargo, la importancia cualitativa y cuantitativa de tales consecuencias jurídicas queda por completo limitada por la propia Constitución, cuyo artículo 25.3 prohíbe terminantemente que la Administración civil imponga «sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de libertad».

			El Derecho penal, tras el recorte del catálogo tradicional de penas impuesto por la asunción de los principios humanitarios implantados en los países de cultura occidental, que ha conducido a la no contemplación de la pena de muerte, las penas de mutilación y las llamadas infamantes, ha cerrado el elenco actual a sólo las penas privativas de libertad, las privativas de otros derechos y las consistentes en la imposición de una merma patrimonial (multa) al ciudadano. Todas ellas comportan una privación de derechos constitucionales, que será más o menos amplia en relación directa a la importancia de la ley quebrantada, del resultado producido y, lógicamente, de la pena impuesta.

			La pena debemos entenderla como una privación de derechos constitucionales que se impone a una determinada persona en atención a su conducta desviada de la norma penal. Tiene una innegable finalidad aflictiva y a la vez compensatoria por el mal previa y voluntariamente causado. Tiene, además, una finalidad preventiva, en cuanto ejemplarizante para el conjunto de la sociedad (prevención general), y también para el ciudadano condenado (prevención especial), al que en cierto modo se contiene, se inocuiza, con la propia sanción penal, máxime si ésta alcanza a la privación de libertad, aparte de la finalidad resocializadora del penado que le atribuye la Constitución y el legislador ha de buscar decididamente.

			Hay, sin embargo, determinados supuestos en que la imposición de una pena carece de todo sentido pues no se pueden alcanzar las finalidades antes expuestas de prevención especial y general ni la resocialización del autor de la conducta prohibida. En ocasiones el infractor no es considerado responsable de sus actos, paradigmáticamente el caso de niños menores de 14 años y enfermos mentales, incapaces de comprender el sentido de sus actos. Para ellos cuenta el sistema jurídico con otras soluciones adecuadas a la personalidad del trasgresor. El menor que cometa un hecho definido como delito será dejado a la custodia y tratamiento de los correspondientes servicios sociales, lejos de cualquier idea punitiva respecto del mismo. Para los enfermos cuya enfermedad los lleve a quebrantar normas ha establecido el Derecho penal otro catálogo de consecuencias jurídicas cuya finalidad es proteger a la sociedad y al propio sujeto de su actuar ingobernable. Se trata de las llamadas «medidas de seguridad» que, a diferencia de las penas, no tienen su fundamento en el pasado del sujeto, pues en este caso el sujeto es inimputable y, por tanto, carece de la capacidad de ser responsable de sus actos. No obstante lo anterior, el sujeto ha desarrollado una conducta que podemos calificar de delictiva, aunque él no sea un delincuente sino un enfermo, y la sociedad, en tales casos, a fin de protegerse a sí misma y también al propio sujeto, le aplica las llamadas medidas de seguridad para tratarlo educativa o médicamente, si resulta posible, y evitar que reincida en graves conductas desordenadas que supongan un riesgo para él mismo y para el resto de la población. Así, quien sufre una enfermedad mental que lo lleva a delinquir puede, según la gravedad de su enfermedad, ser recluido en un centro psiquiátrico para ser tratado médicamente. Según su evolución, podrá ser internado en un centro psiquiátrico de régimen abierto que le permita una progresiva adaptación a la vida en libertad y, del mismo modo, puede verse sometido sólo a tratamiento ambulatorio. De tales medidas podrá quedar exento si se acredita finalmente su curación y, en sentido inverso, desde una situación de tratamiento ambulatorio podrá pasar a otra de internamiento en régimen cerrado en el caso de que su enfermedad, lejos de sanar, empeore de forma temporal o definitiva.

			Denominamos sistema penal «binarista» o «vicarial» a aquel que compagina la imposición de penas con la imposición de medidas de seguridad, desviando a los enfermos hacia el campo asistencial y apartándolos decididamente del campo penitenciario, reservando la reclusión en centros penitenciarios a sólo aquellos sujetos plenamente imputables y, por tanto, responsables de sus acciones. España tiene plenamente implantado el sistema dual de consecuencias jurídicas (binarista o vicarial) que, como queda expuesto, enviará al sujeto a un centro penitenciario o a uno médico asistencial en atención a su imputabilidad.

			Una de las líneas evolutivas de un Derecho penal que realmente pretenda resolver los problemas sociales asociados a la delincuencia es la más acertada y escrupulosa distinción entre quienes delinquen porque quieren (delincuencia dolosa) y quienes delinquen porque son enfermos mentales. La adicción a drogas tóxicas, legales como el alcohol o ilegales como los opiáceos y la cocaína, entre otras muchas, supone un terreno ambiguo, definido como enfermedad por la psiquiatría, mal regulado por la ley penal y peor entendido por la jurisprudencia. Partiendo de una cifra global de presos relacionados con el consumo de drogas tóxicas, que podemos fijar en el 80 por 100 del total de los que en cada momento están recluidos en las prisiones españolas, su consideración como enfermos y el tratamiento como tales dará lugar, cuando se ponga fin a la ambigüedad en su entendimiento, a una notabilísima disminución del número de presos en España y a una sensible disminución de la problemática social que les viene asociada. Todo ello habrá de ser, desde luego, sin dejar a la sociedad inerme frente a quien roba para procurarse sus dosis de heroína, por ejemplo, pero afrontando el problema desde la perspectiva del enfermo que delinque y no del delincuente que lo es voluntariamente, por muy condicionado que esté por sus circunstancias, que rara vez alcanzan el grado de determinación absoluta a la comisión de delitos.

			En la actualidad, del mismo modo en que las penas sólo se imponen a sujetos que han delinquido, las medidas de seguridad sólo pueden ser postdelictuales, no como ocurría hasta 1996 en el caso de España, en que algunas medidas se podían imponer al sujeto no porque hubiera cometido una acción reprochable, sino en atención a determinadas características de su personalidad que, según opinión prevalente en la época, podían hacer temer que acabara cometiendo un delito, extremo que podía ser cierto en el caso de los proxenetas, pero no en el caso de quien meramente ejercía su homosexualidad. La infausta Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social, de 1970, elaborada en plena dictadura franquista y, sorprendentemente, heredera de la Ley de Vagos y Maleantes de 1933, obra de la II República, sólo fue derogada en mayo de 1996 a consecuencia de la entrada en vigor del Código penal de 1995. Preveía la aplicación de medidas de seguridad a determinados individuos, no en atención a sus actos sino en atención a su forma de ser. Por ejemplo, catalogaba de peligrosos sociales a los «vagos habituales», proxenetas, homosexuales, quienes ejercieran la prostitución, mendigos, ebrios, toxicómanos y «a los enfermos y deficientes mentales que, por su abandono o por la carencia de tratamiento adecuado, signifiquen un riesgo para la comunidad», lo que nos da una idea del tratamiento que a los enfermos mentales les hemos dado durante siglos y hasta hace unas décadas. A los sometidos a tal ley no se les imputaba más hecho que su propia condición, sin que se requiriera que hubieran cometido acto alguno que pudiera ser calificado de delictivo, y se les aplicaban medidas de seguridad predelictuales consistentes en su internamiento en centros de trabajo, custodia, reeducación o preservación, herederos de las antiguas «casas de templanza» de la Ley de Vagos y Maleantes. Alguna forma de terapia consistió en duchas alternas de agua fría y caliente, con el ánimo de «curar» al peligroso social apartándolo de su homosexualidad, del ejercicio de la prostitución o de su propio carácter de vago en cuanto persona sin domicilio fijo.

			Huelga decir que nada de lo anterior debería subsistir en el ordenamiento actual, al existir un consenso unánime entre los tratadistas en el sentido de que el Derecho penal ha de ser «de acto» y no de autor, de modo que sólo una acción libre es reprochable a un humano. El Derecho penal no reacciona sino frente a actos u omisiones voluntarias y penalmente relevantes. Puede ahora una persona llevar una vida desordenada, depender del alcohol o ser adicto a cualquier otra droga sin temor a reacciones del aparato estatal con recurso a la fuerza en la medida en que su conducta no ataque ningún interés jurídicamente protegido. El carácter de cada cual, por raro y extravagante que sea, no va unido a peligrosidad ni da lugar a reacción alguna que no sea, en su caso, el rechazo social que producen algunas conductas desaseadas, escandalosas, invasivas de la privacidad ajena o simplemente ineducadas, como suele ser el carácter «expansivo» del alcohólico.

			
4. CONDUCTAS HUMANAS RELEVANTES


			Cuando decimos que el Derecho penal asocia consecuencias jurídicas propias a determinadas conductas humanas estamos excluyendo algo como la responsabilidad en que, supuestamente, incurrían cosas, animales y hasta fenómenos naturales que causaban algún resultado dañino, incluso mortal, a un humano. Desde un terremoto, una plaga de langostas, un asno que derribaba a su jinete o una piscina en que se ahogaba un bañista, nuestra tradición jurídica, aunque no fuera específicamente el Derecho penal común, incluyó hasta bien entrado el siglo XX el juicio y condena del asno coceador y de la piscina en que se ahogó el niño, a los que se imponía una pena, consistente las más de las veces en el sacrificio del animal, la clausura de la piscina o, en remotos supuestos, la conminación a las langostas con penas de excomunión que podían llegar a la condenación eterna. Finalmente se ha impuesto la cordura al respecto y el Derecho penal ha reducido sus respuestas a acciones humanas voluntarias que ataquen gravemente lo que, de forma provisional, llamamos Bienes Jurídicos Protegidos. Por lo tanto, sólo la conducta humana despierta el interés del Derecho penal.

			En cuanto a las personas jurídicas (sociedades mercantiles, asociaciones, corporaciones, etc.) ha venido rigiendo en el Derecho penal su no contemplación como sujetos activos del delito precisamente por no ser, en realidad, personas sino mera ficción jurídica cuya voluntad se forma por el concurso de diversas voluntades individuales. Su actuación se encomienda igualmente a personas físicas que como tales encarnan y representan a la sociedad, al ser las únicas que verdaderamente actúan en la vida y, por tanto, en el Derecho. La máxima, no diré tradicional sino de mero sentido común, societas delinquere non potest (la persona jurídica no puede delinquir) había sido norma indiscutida en España hasta el año 2010, en que al entrar en vigor la LO 5/2010 se introdujo en el Código penal una catálogo de supuestas «conductas» atribuibles a personas jurídicas no por su actuación, que no pueden desarrollar físicamente, sino por la actuación de sus órganos rectores o socios, lo que en definitiva, como ha señalado parte de la doctrina científica, nos devuelve a la acción humana como suscitadora de respuesta penal, por más que el legislador pretenda obviar la aceptación de ese hecho. Ha previsto el legislador español una responsabilidad penal que, por primera vez en nuestra historia, dice no asentarse sobre una actuación humana atribuible a persona determinada. En lo que importa, nos alejamos del derecho de acto y responsabilidad personal (Principio de Culpabilidad) y regresamos a un momento presidido por la inversión del método del conocimiento: no son los hechos los que suscitan palabras con que describirlos, sino que ahora son las palabras las que han creado el ente y lo han dotado de vida («la sociedad anónima X ha perpetrado un delito») para castigarlo luego por sus malas «acciones». Esa forma de entender el mundo tiene un claro precedente en la afirmación básica del evangelio de San Juan: «En el principio era la palabra y la palabra era Dios». El legislador español, asumiendo como propia la tradición del Golem y la más moderna de Frankenstein, ha pasado de crear instituciones a crear entes de ficción a los que pretende dotar de vida a través del BOE. Y juzga a tales entes de ficción y, eventualmente, los condena. Se trata del mayor ataque a las garantías que vienen siendo asociadas a un Derecho penal defendible, basado en el Principio de Culpabilidad (sólo sobre la culpabilidad de un humano se asienta el derecho del Estado a imponer penas) que ahora se obvia con finalidad meramente represora y recaudatoria, desbordando el mandato legislativo de la Unión Europea contenido en la Decisión Marco 2005/212/JAI, del Consejo, de 24 de febrero, que el legislador de 2010 dijo seguir, como coartada para la creación de esa disparatada responsabilidad penal de quienes, por no ser personas, ninguna actividad pueden desarrollar sino a través de auténticas personas físicas.

			La fluctuante interpretación de esta institución por la Sala Segunda del TS (STS 613/2016) incidió primeramente en resaltar que se trataba de una responsabilidad basada en la acción de uno a varios de los componentes personales de la sociedad a la que se hace responsable, bien por acción en beneficio de la misma bien por no haber establecido los órganos de control, mecanismos que impidieran la comisión de acciones delictivas al hilo de su. La reciente STS 742/2018, dictada el 7 de febrero de 2019, establece en su FJ 2 que «una cosa es que se exija la “constatación” de la actuación de esos sujetos personas físicas y otra que sea un presupuesto la previa “condena” de las mismas», de modo que basta con la mera constatación de que la persona jurídica actuó a través de personas físicas, según el artículo 31 ter Cp, «aun cuando la concreta persona física responsable no haya sido individualizada o no haya sido posible dirigir el procedimiento contra ella», para que surja la posibilidad de condenar a la persona jurídica no a la clásica responsabilidad civil subsidiaria o solidaria, sino a una responsabilidad penal propia que suele aparejar multas por cuotas o proporcional [art. 33.7.a) Cp] más la disolución, suspensión de actividades, clausura de locales, prohibición de ciertas actividades, inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas y la intervención judicial, coincidentes con las antiguas consecuencias accesorias (arts. 127 ss. Cp).

			Por otra parte, el artículo 116 Cp establece la responsabilidad civil subsidiaria de la persona jurídica por los actos de los trabajadores de la misma (art. 116.2) y, también, la responsabilidad civil solidaria (art. 116.3) en los supuestos en que la propia persona jurídica resulte condenada por los hechos cometidos «por las personas condenadas por los mismos hechos», lo que no de suscitar dudas sobre la procedencia de esta duplicidad de consecuencias a partir de unos mismos hechos.

			
II. EL DERECHO PENAL EN EL CONTEXTO DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO

			Al encontrarse el sector del Derecho penal coordinado y en relación de sistema con el resto de los sectores que regulan la realidad jurídica en España, es claro que, como la propia Constitución, supone un límite mínimo e infranqueable para el resto de los sectores, que no podrán contener leyes que contradigan las prohibiciones contenidas en la legislación penal. Por otra parte, mantiene el Derecho penal estrechas relaciones con otros sectores del Ordenamiento Jurídico.

			Por arriba, el propio código está limitado por la Constitución pues ningún precepto penal puede contrariar un precepto constitucional. A su misma altura cuenta el Código penal con otras leyes orgánicas, cuyo conjunto conocemos como Derecho penal especial, que o bien pretenden asegurar garantías constitucionales como el derecho a un juicio justo (LOPJ), las leyes orgánicas que regulan los estados de excepción, alarma y sitio, la LOTC, que atribuye al TC la competencia a la hora de obrar como «legislador negativo», en el sentido de anular determinados aspectos de una ley que contradiga preceptos constitucionales.

			El Derecho civil común en España, conectado con los grandes juristas romanos y, a su través, con la sabiduría jurídica de Grecia, es uno de los monumentos culturales en que se asienta nuestro Ordenamiento Jurídico. No sólo conceptualizaron las instituciones jurídicas, aun las más complejas, sino que todavía hoy el Código penal está plagado de apelaciones a instituciones civiles y privadas en general, como la clasificación de las cosas en muebles, inmuebles y semovientes, las formas de adquirir la propiedad y la posesión, qué es el contrato de depósito o qué consecuencias tiene una incapacitación civil y en qué casos puede imponerse, entre otras. Las instituciones civiles aparecen incrustadas en tipos penales como el artículo 234 que regula el hurto, con implicaciones con la posesión, la propiedad, el régimen de cosas perdidas o abandonadas, etc.

			Las relaciones del Derecho penal con el Derecho administrativo son tan estrechas, quizás debido a su pertenencia al núcleo duro del Derecho público, que duda aún la doctrina sobre si sostener que se ha administrativizado el Derecho penal o, al contrario, se ha penalizado el Derecho administrativo. Son muchas, quizás demasiadas, las tipicidades, construidas como leyes penales en blanco, cuyos supuestos de hecho han de ser «integrados» por recurso a sectores del Derecho administrativo tan amplios como el tráfico rodado, el urbanismo, la protección del medio ambiente y de la fauna y flora, de los derechos de los trabajadores y así una lista que se hace interminable. El número de infracciones protegidas con un doble tramo sancionador, que primero fue sólo administrativo y luego accedió al Código penal, se ha ampliado enormemente en las últimas décadas. Tal parece que de la sociedad del hecho y del resultado transitamos hacia una sociedad que anticipa la protección del orden extendiendo el influjo del Derecho penal a los meros riesgos, de ahí que la Teoría Jurídica del Delito se haya complicado frente a la cantidad de problemas que plantean los tipos llamados de peligro abstracto y concreto, normalmente relacionados con barreras de protección anticipadas.

			La conexión del Derecho penal con el Derecho procesal penal es de tal especie que se puede sostener que el mejor Derecho penal no conseguiría sus objetivos si su aplicación dependiera de un mal Derecho procesal. En efecto, las garantías constitucionales que el Derecho penal pretende asegurar se ven en ocasiones entorpecidas y hasta anuladas por disposiciones procesales como el secreto de las actuaciones, la intervención de comunicaciones o las entradas y registros que, utilizadas profusamente por los Juzgados de Instrucción, propician un relajado entendimiento de ciertos derechos constitucionales, como cabe comprobar en las sentencias del TC y del TS que anulan sus efectos más perversos.

			Se ha insistido mucho en el carácter sustantivo del Derecho penal frente al carácter formal del Derecho procesal. Se trata de una inercia entroncada con la polvorienta distinción entre fondo y forma, las más de las veces arbitraria e injustificada.

			Huelga decir que el carácter sistemático del Ordenamiento Jurídico conecta al Derecho penal con todos los subsectores del mismo, en la medida en que lo que el Derecho penal persigue es la plena implantación de los valores constitucionales, que se manifiestan a través de los distintos sectores: el derecho a la propiedad privada (art. 33 CE) da lugar a una regulación precisa por parte del Derecho civil, pero las más graves trasgresiones al respecto (un atraco, por ejemplo) las resuelve el Derecho penal creando tipos como el artículo 242 Cp (robo con violencia o intimidación).

			En cuanto a la Criminología, podemos afirmar que se trata de un tentáculo que el Derecho penal ha desarrollado para conectarse con la realidad a la que debe regular. Una consideración criminológica del Derecho penal resulta indispensable a la hora de anticiparse a determinadas conductas y a la hora de elevar a categoría típica conductas que hasta la fecha no se habían dado en la realidad como, por ejemplo, cabe decir de la delincuencia informática, que ha irrumpido en la vida social obligando a la modificación de algunos tipos y a la creación ex novo de otros para regular situaciones hasta hace poco impensables. La criminología facilita al Derecho penal datos indispensables para la configuración de los tipos (creación de delitos) y también para la destipificación de conductas, cuando la generalización hace imposible perseguir a sus autores, pues en tal caso se sometería a investigación penal a la mayor parte de la población. Pensemos en el adulterio, que constituía delito hasta los años setenta en España; la instauración de una auténtica libertad sexual condujo a su destipificación, al igual que ocurrió con la blasfemia. Igualmente la Criminología orienta, con sus datos de naturaleza objetiva, a disposición de cualquiera en la web del Instituto Nacional de Estadística3, sobre determinados aspectos del delincuente imprescindibles para la regulación de sus conductas. Uno de los rasgos que habrá de presidir un Derecho penal del siglo XXI será, sin duda, la estrecha colaboración e intercambio de saberes entre criminólogos y juristas, lo que apartará al Derecho penal de su tendencia a una cerrazón intelectual que conduce a la producción de sistemas ineficaces, desconectados de la realidad que pretenden regular.
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